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                                                                                                           Concepto No. 5648 


Bogotá, D.C., 4 de octubre de 2013
Señores 

MAGISTRADOS DE LA CORTE CONSTITUCIONAL

E. S. D.

REF:
Demanda de inconstitucionalidad contra los artículos 2 y 3 del Decreto 934 de 2013, “Por el cual se reglamenta el artículo 37 de la Ley 685 de 2001”.
Demandante: JULIO CÉSAR ARDILA ROJAS

Magistrado Sustanciador: Dr. MAURICIO GONZÁLEZ CUERVO
Expediente No. D-9821
Concepto No. 5648
De conformidad con lo previsto en los artículos 242, numeral 2 y 278, numeral 5, de la Constitución Política, procedo a rendir concepto en relación con la demanda que, en ejercicio de la acción pública consagrada en los artículos 40, numeral 6 y 242, numeral 1º de la Carta, instauró el ciudadano JULIO CÉSAR ARDILA ROJAS, contra artículos 2 y 3 del Decreto 934 de 2013, “Por el cual se reglamenta el artículo 37 de la Ley 685 de 2001”.
1.
Planteamientos de la demanda

En opinión del demandante, los artículos 2 y 3 del Decreto Reglamentario 934 de 2013 vulneran los artículos 288, 311 y 313, numerales 2, 7 y 9 de la Carta Política, pues desconocen la competencia asignada a los municipios, concretamente a los Concejos Municipales, para reglamentar los usos del suelo y dictar las normas necesarias para el control, la preservación y defensa del patrimonio ecológico. 
2.
Cuestión previa

El Magistrado Sustanciador, Doctor Mauricio González Cuervo, mediante auto del 2 de septiembre de 2013 admitió la demanda de la referencia, advirtiendo que si bien a la Corte no le correspondería, prima facie, juzgar la constitucionalidad del decreto demandado, era menester “examinar y precisar la línea jurisprudencial que en relación con el alcance de competencias atípicas se desprende de los diferentes pronunciamientos de esta corporación”.
3. Problema jurídico

En consideración a lo anterior, el Ministerio Público procederá a analizar la naturaleza jurídica del decreto demandado parcialmente, con el fin de determinar si la Corte Constitucional puede o no conocer de la demanda interpuesta por el actor contra sus artículos 2 y 3.
3.
Análisis jurídico
De la lectura desprevenida de la integridad del decreto acusado es fácil deducir que se trata de un decreto reglamentario. Así lo indica su título que reza “[P]or el cual se reglamente el artículo 37 de la Ley 685 de 2001”. De igual manera, el acto administrativo advierte que fue expedido por el Presidente de la República, “[E]n uso de sus facultades constitucionales y legales, en especial las conferidas por el numeral 11 del artículo 189 de la Constitución Política; y en desarrollo del artículo 37 de la Ley 685 de 2001” .
Vale recordar que el numeral 11 del artículo 189 superior faculta al Presidente de la República para “[E]jercer la potestad reglamentaria, mediante la expedición de decretos, resoluciones y órdenes necesarios para la cumplida ejecución de las leyes”. Es decir, en ejercicio de esa facultad reglamentaria permanente, el Ejecutivo expide normas que desarrollan y permiten la ejecución de las leyes. 

Es preciso destacar que la Corte Constitucional al estudiar la constitucionalidad del artículo 135 de la Ley 1437 de 2011 señaló en la sentencia C-400-13, cuyos apartes fueron conocidos a través del Comunicado No. 26 de julio 3 y 4 de 2013, que dicha corporación tiene la competencia para conocer de los actos de carácter general expedidos por el Gobierno Nacional o por entidades u organismos distintos de aquel, cuyo contenido material sea de ley, es decir, “que tengan la virtualidad de modificar, subrogar o derogar la ley, tales como, el decreto que declara un estado de excepción y los decretos que corrigen yerros de una ley, que compilan leyes, los expedidos por el Gobierno en desarrollo de facultades transitorias otorgadas por el constituyente –vgr. de orden estatutario-, decreto de ejecución de la convocación a un referendo constitucional, entre otros (Sentencia C-049/12)”. 

El decreto en estudio, al haber sido expedido por el Presidente de la República en ejercicio de la facultad que le confiere el numeral 11 del artículo 189 de la Constitución Política, es un decreto reglamentario de carácter general, por lo tanto, es obvio que tal acto administrativo no tiene la capacidad de modificar, subrogar o derogar la ley, más aún si se tiene en cuenta que simplemente se limita a recalcar, por un lado, lo ya dispuesto por los artículos 34 y 35 de la Ley 685 de 2001, preceptos declarados exequibles por la Corte Constitucional en la sentencia C-339-02, que consagran la competencia exclusiva de las autoridades ambientales para declarar zonas excluidas de la minería, con la colaboración de las autoridades mineras y, por el otro, prohíbe a las autoridad regionales, seccionales o locales establecer zonas del territorio de su jurisdicción que queden permanente o transitoriamente excluidas de dicha actividad (art. 37 ibídem).

Una conclusión se impone del anterior análisis y es que la Corte carece de competencia para conocer de la demanda contra los artículos 2 y 3 del decreto cuestionado y, en consecuencia, debe, como en su oportunidad le solicitará el Ministerio Público, inhibirse de estudiar de fondo la constitucionalidad de éste, pues dicho análisis le corresponde al Consejo de Estado, al tenor de los artículos 237 y 241 constitucionales.
Al resolver un caso semejante, la Corte Constitucional en la sentencia C-916-10, M.S. Mauricio González Cuervo, manifestó lo siguiente:

3. Incompetencia de la Corte Constitucional para conocer el Decreto 1848 de 1969.

A diferencia del Decreto 3135 de 1968, que fue dictado en ejercicio de las facultades extraordinarias conferidas al Presidente de la República por la ley 65 de 1967, el Decreto 1848 de 1969 “por el cual se reglamenta el Decreto 3135 de1968” se expidió en uso de las facultades otorgadas al Presidente de la República a través del ordinal 3° del artículo 120 de la Constitución Nacional de 1886, subrogado por el artículo 41 del acto legislativo No.1 de 1969. 
Dicha norma establecía como facultad del Presidente en su calidad de Jefe de Estado y Suprema autoridad administrativa, la posibilidad de ejercer la potestad reglamentaria expidiendo órdenes, decretos y resoluciones para la cumplida ejecución de las leyes. En consecuencia, esta Corte no es competente para conocer sobre la demanda de inconstitucionalidad contra el artículo 102 del referido decreto, por cuanto dicho contenido normativo no tiene la naturaleza de ley ni tampoco fuerza material de tal. (Art. 241, numerales 4° y 5° C.P). 

4. Conclusión
En mérito de lo expuesto, el Procurador General de la Nación solicita a la Corte Constitucional declararse INHIBIDA para conocer de la demanda interpuesta por el actor contra los artículos 2 y 3 del Decreto Reglamentario 934 de 2013, por las razones expuestas anteriormente.
Señores Magistrados,  
ALEJANDRO ORDÓÑEZ MALDONADO
Procurador General de la Nación
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